Carátula 


COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINISTRATIVOS 


(Sesión celebrada el día 10 de julio de 2019). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 12:11). 


Damos la bienvenida a la delegación del Sindicato de Trabajadores del Poder Legislativo — 
Sipole—, integrada por los señores Fernando Talento, Manuel Origoni, Sergio Cleffi y Néstor Caballero. 
Accediendo a la solicitud que nos formularon, procedemos a recibirlos en el día de hoy. Les cedemos 
el uso de la palabra para que realicen su exposición. Posteriormente, los miembros de la comisión 
harán las consultas, las preguntas o los comentarios pertinentes. 


SEÑOR CLEFF!I.- Haré uso de la palabra porque me han solicitado que sea el vocero. 


Personalmente fui fundador del Empole de la misma manera que fui fundador de Afucase. El 
presidente de Sipole es Fernando Talento; el copresidente es Néstor Caballero y el secretario, Manuel 
Origoni; quien habla es miembro de la directiva. 


Antes de abordar el texto en cuestión, debo decir que algunos temas nos han dejado 
preocupados. 


En primer lugar, debemos agradecer a Afucase la gentileza de enviarnos el texto porque a 
nosotros nunca nos citaron. La Ley n.* 18508 de negociación colectiva expresa que las agrupaciones 
gremiales tienen que ser citadas y está en plural porque puede pasar, como sucede en el Senado, que 
haya dos. Nuestro sindicato representa a los dos cuerpos y a la Comisión Administrativa. Nuestra meta 
es que en esta casa exista una norma pareja con respecto a las normativas, a los presupuestos y a la 
regulación. 


Debo decir que nos llamó la atención la exposición de motivos. Nosotros conocemos muy bien 
a la presidenta, por lo que pensamos que quizás no fue bien informada, dado que no fuimos citados. 
Evidentemente, nosotros somos un gremio porque en la resolución 63/2018, firmada por la presidenta, 
se nos reconoce como tal. A partir de diciembre de 2018 se nos habilitó a tener la cuota sindical. 


Nosotros estamos llegando de atrás a este estatuto porque no fuimos citados. 


A su vez, quiero comentar que tengo una doble función: soy sindicalista y también director de 
área del Senado. En el organismo contamos con la presidencia, los secretarios, el director general y los 
directores de área. Sin embargo, como tal, formalmente nunca fui citado a estudiar el estatuto que 
después tiene que ser aplicado, la mayoría de las veces, por los directores. Los directores que han 
hecho algunas intervenciones son miembros de Afucase y lo han hecho dentro del gremio, pero no en 
la formalidad de quienes también somos jerarcas de esta casa. 


Por lo tanto, la primera objeción es de forma, porque entendemos que no se cumplieron los 
requisitos de tener la información previa y de participar del debate. Hace 33 años que desempeño 
funciones en el Palacio Legislativo, ingresé el 9 de enero de 1986, en democracia, y nunca hemos 
hecho un reglamento en estas condiciones; siempre se estudió en conjunto. Fui fundador de Afucase, 
por lo que participé en todas las otras formas de reglamento. El surgido en la década del sesenta se 
llamaba Secretaría de la Cámara de Senadores; el primero que se votó fue el del año 1990 y de ahí en 
adelante, en 2006 y en 2008 siempre participamos en la estructura y se les daba amplia difusión. 
Lamentablemente, en este caso no se implementó este mecanismo. 


Concretamente, vamos a hacer referencia a algunos artículos. Entendemos que nosotros no 
somos legisladores, sino simplemente funcionarios que vamos a señalar nuestras preocupaciones y 
desacuerdos. Luego quedará en manos de ustedes tomar en cuenta o no los elementos que haremos 
notar. 


El artículo 3. habla de funcionarios designados y contratados. Nos preocupa que se hable 
de funcionarios contratados porque cuando en el artículo 4. se habla del escalafón Q, Personal de 
particular confianza, vemos que son los únicos que están excluidos de la carrera administrativa. 
Entonces, nos preocupa esta conjunción del artículo 3. que nombra como funcionarios a las personas 
contratadas y el artículo 4. que en ninguna parte dice que los contratados no son parte de la carrera 
administrativa. Por lo tanto, una persona contratada puede llegar a reclamar el derecho a concursar en 
nuestra carrera administrativa. Al menos nos ha quedado la duda al respecto y por eso lo planteamos. 


Por su parte, el primer inciso del artículo 11 tiene que ver con el tema del secreto y se habla 
de la toma de posesión del cargo. Pensamos que aquí también debería decirse que esto debe hacerse 
previa promesa de lealtad a la institución ante la presidencia del Senado. En su momento, cuando Nin 
Novoa era presidente del Senado sacó la resolución 439/09 en la que, incluso, definió el texto de la 
promesa que debía hacerse. Nos parece que si allí se agregara el texto de la promesa, nos sacaríamos 
otros problemas de encima, que tienen que ver con el artículo 23, donde se expresa: «Los funcionarios 
tienen el deber de discreción y reserva». A su vez, el literal G) del artículo 26 habla de «Mantener 
absoluta reserva en todos los asuntos de orden funcional». Entonces, al volver a hacer referencia al 
secreto, surge un problema con la normativa de la transparencia y todo lo que hace referencia a la 
información. Es decir, la palabra «secreto» complica, dado el tema de acceso a la información y el 
habeas data. En definitiva, nos parece que podría incorporarse en el artículo 11 este texto —que ahora 
les entregaré por escrito— y que se podrían eliminar del artículo 23 los incisos segundo y tercero en los 
que se habla de guardar secreto, porque a su vez esto se repite en el literal G) del artículo 26. Si esto 
también se pone en el artículo 11, se estaría diciendo lo mismo tres veces y poniendo una palabra que 
nos puede complicar. 


Asu vez, el artículo 16 dice: «Los funcionarios tienen la obligación de sustituir en sus tareas 
a sus superiores en caso de ausencia de estos, por resolución de la Secretaría del Senado hasta que 
se provea al respecto». ¿Qué sucede con este artículo? Por un lado, es obligación sustituir, pero por 
otro, queda a resolución de la secretaría que esa sustitución sea válida y luego se cobre por ella. En el 
antiguo reglamento, el artículo manifestaba algo bastante importante: el jerarca respectivo era quien le 
pedía al funcionario hacer la subrogación, sustituir al superior que se encontraba ausente. ¿Por qué? 
Porque, realmente, quienes tenemos que tratar con los funcionarios y quienes necesitan las 
subrogaciones somos los que estamos directamente en el campo de batalla. Hay escalafones que 
tienen muchísimos jefes de departamento y otros poquísimos, como mi área. En mi caso, cuento 
solamente con tres jefes para cubrir los dos turnos —tanto la mañana como la tarde— en un 
departamento con una división integrada por quince o dieciséis funcionarios. Incluso, en algunas de 
esas divisiones hay más de un departamento, de modo que ni siquiera logro cubrirlas todas. Por ende, 
mientras espero que la Secretaría, por resolución, decida quién hará la función, no tengo a quien 
responsabilizar de ella y eso genera un problema. 


Reitero que el texto anterior sostenía que el jerarca respectivo le otorgaba la subrogación y 
después, pasados los veintidós o los treinta días —aclaro que no nos molesta la duración establecida, 
porque cuando uno pide la subrogación sabe que el funcionario va a estar ausente un buen tiempo-—, 
simplemente era un trámite y el que hacía la subrogación cobraba la diferencia. Quiero que quede claro 
que esa diferencia, en muchos casos, son mil y algo de pesos. Lo que sucede es que la mayoría de 
nosotros hace ya muchos años que ocupamos los cargos, por lo que actualmente estamos cobrando el 
90 % del cargo de nuestro superior inmediato. Por ende, el hecho de que tenga que ser una resolución 
de la Secretaría nos complica porque no vamos a pedir al funcionario la subrogación hasta no tener la 
certeza de que se le va a pagar. Realmente esto tranca la función; este artículo no nos ayuda. 


Luego, el artículo 17 establece: «Ninguna subrogación podrá realizarse por un término 
superior a los 18 (dieciocho) meses, período dentro del cual deberá proveerse la titularidad definitiva, 
de acuerdo con las reglas de ascenso». Por otra parte, el artículo 102 dice: «Producida o prevista una 
vacante, la Secretaría del Senado podrá llamar a concurso en un plazo no mayor a 180 (ciento 
ochenta) días». Entonces, resulta que, si un funcionario se ausenta porque renunció, se jubiló o 
ascendió y tengo ciento ochenta días para llamar a concurso, es bastante lógico que la subrogación 
sea por la misma cantidad de días que tiene la Secretaría para llamar a concurso, es decir, ciento 
ochenta días. Pero, ¿qué pasa? El artículo 102 establece que la Secretaría «podrá llamar» a concurso; 
sin embargo, a nuestro juicio, la palabra «deberá» nos da la seguridad de que la Administración está 
obligada a hacer el llamado en esos ciento ochenta días. Reitero, con la palabra «podrá» queda 
indefinido. Eso también nos genera preocupación. 


Pasamos a otro tema. Tenemos un problema con el artículo 27 que refiere a las 
notificaciones. Esta disposición es muy importante porque se ha implementado el sistema de 
notificaciones electrónicas y ahora todas se reciben de forma automática. Cuando un funcionario no se 


notifica a determinada cantidad de días, queda notificado de hecho. Ahora bien, si se notificó de hecho 
cinco veces, es sancionado. Por eso es muy importante que las personas estén atentas a las 
computadoras, pero hay que entender que, por ejemplo, de los trescientos y pico de funcionarios que 
somos, tenemos más o menos sesenta que trabajan en los corredores y no disponen de una 
computadora, es decir, no son funcionarios administrativos. Esto hace que esa persona —me refiero a 
los funcionarios de intendencia, así como a algunos de locomoción, que tampoco tienen la 
computadora a mano como los administrativos comunes, que durante todo el día pueden ingresar en 
autogestión y darse por enterados de la notificación del día— deba dirigirse a la dirección respectiva y 
puede pasarle que alguna notificación le quede para atrás. 


De todos modos, lo que más nos preocupa es que, en el caso de los recesos, se establece 
que después de reintegrado el funcionario comienzan a regir los tiempos. Pero, más adelante, se 
expresa que hay situaciones especiales en las que se notificará por medios como el telegrama 
colacionado, o sea, como era antes. Esto significa que queda atrás todo el sistema de automatización, 
porque se vuelve al telegrama colacionado para ubicar a una persona y notificarla. 


Nosotros no tenemos una propuesta para esto, pero nos parece que no queda claro que 
efectivamente esto pueda cumplirse como se dispone. 


Pasamos ahora al artículo 28, que dice: «Los funcionarios deberán registrar su asistencia, y 
realizar el horario de la jornada conforme lo estipule la Secretaría del Senado». En este caso, quiero 
mencionar dos elementos que no estaban ni están en el estatuto, pero tienen que estar. 


Como los señores senadores saben, los funcionarios disponemos de 29 minutos por mes 
para llegadas tarde; o sea que si se llega tarde no va descuento, pero sí puede ser sancionado porque, 
en los hechos, la persona está llegando tarde. Esto se aplica en virtud de que el 22 de febrero de 1995 
se emitió una circular firmada por una directora de división de la época, en donde se explicaba el tema 
de los 29 minutos. Eso, que quedó como un hecho consumado hasta el día de hoy, nunca se juridificó, 
es decir, nunca pasó a formar parte del estatuto, nunca pasó a ser una normativa clara en cuanto a qué 
significan esos 29 minutos. Voy a poner un ejemplo: una persona destinada a la sesión del Senado a 
una hora determinada llega tarde. Como dispone de los 29 minutos, eso no va a descuento. Quien 
habla, como jerarca, observa a ese funcionario. Observar significa calificar porque ahora tenemos un 
sistema de calificaciones que se hace mediante observaciones; no se tienen en cuenta los méritos, 
sino que solo hay sanciones. Pues bien, hago esa observación, que luego va a su calificación. La 
persona hace sus descargos en catorce carillas. Le pregunto dónde dice que llegó en hora, a lo que me 
responde que no llegó en hora, por lo que entiendo que vale mi observación. Hoy ese trámite está en el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo; el funcionario hizo un juicio fuera de esto debido a que 
considera que no está claro el tema de los 29 minutos. En consecuencia, entiendo que este tema debe 
quedar claro de una vez por todas. 


Junto a ese tema, está el de los 180 minutos por mes, lo que llamamos «las tres horas». Los 
funcionarios tienen derecho, por razones de consulta médica o realización de trámites, a tomarse tres 
horas por mes, que pueden dividirse en dos o tres veces. Esta normativa tampoco está escrita. Ahora 
bien, debería tenerse en cuenta que, por ejemplo, en la Cámara de Representantes se puede hacer 
uso de esas tres horas dos veces en la entrada y dos veces para salir antes. El funcionario tiene que 
haber cumplido tres horas de trabajo y puede tomarse las otras tres para realizar otros trámites. En 
cambio, la Comisión Administrativa del Poder Legislativo tiene tres horas y, si se portaron bien —es 
decir, si no llegaron tarde ni les pasó nada-, tienen una hora más de regalo. 


Quiere decir que cada casa hizo lo que quiso con estas normas y no está juridificado. 


Vamos a proponer una redacción sustitutiva para el segundo inciso del artículo 28, que 
establece: «Los funcionarios podrán solicitar al jerarca respectivo autorización para ausentarse de sus 
puestos de trabajo exclusivamente en caso justificado por medios fehacientes, previa conformidad de 
la Dirección» —a mi juicio, debería ser la Dirección del Área respectiva— «por un guarismo de tiempo 
que no supere los ciento ochenta minutos por mes. El funcionario debe estar en tiempo y forma en su 
puesto de trabajo». La expresión «en su puesto de trabajo» también fue sacada de la norma. A este 
respecto, debemos entender que nosotros tenemos los relojes en la puerta que da para General 
Flores. Supongamos que la persona firma en hora y llega a la oficina quince minutos tarde, cuando la 
sesión del Senado o de la comisión empezó en hora. Los funcionarios que tienen que estar en hora 
deben estar antes, pero resulta que tienen constancia de que firmaron en hora. ¡Las cosas no 
funcionan así! 


Vamos a dejar a la comisión una propuesta concreta para incorporar las tres horas y los 
veintinueve minutos de una manera coherente, sin que ello obstaculice las funciones que 
desempeñamos aquí adentro. 


Por otra parte, en el artículo 34 debería hacerse una corrección ortográfica y dejar, en la 
expresión «cada 4 (cuatro años)» fuera del paréntesis el vocablo «años». Esta es una corrección 
absolutamente menor. 


Asimismo, hay un artículo muy interesante que me gustaría explicar. Me refiero al artículo 46, 
relativo a las sanciones, que establece que es de cargo de la presidencia proceder a la suspensión por 
hasta diez días y por más de diez días hasta por seis meses; al mismo tiempo, en el artículo 47 se dice 
que el secretario puede suspender hasta por cinco días. Por otro lado, es evidente que la suspensión, 
sin goce de sueldo, hasta por diez días incluye los cinco días. Es decir que si esa suspensión de hasta 
diez días la tiene que hacer la presidencia, la de hasta cinco días también. Será decisión de los 
señores senadores que quede claro que tanto el presidente o la presidenta como los secretarios 
pueden aplicar ese tipo de sanciones. Nos parece que en el texto no queda claro hasta dónde se 
puede sancionar. 


Otro aspecto que me llama la atención es que antes los directores teníamos los instrumentos 
para sancionar o, por lo menos, amonestar. Ahora, la amonestación es algo que puedo solicitar a la 
jerarquía, pero no aplicarla. Lo mismo puedo decir acerca de la advertencia, que debe ser cotejada. Es 
decir que estamos llevando el orden entre los funcionarios a niveles en los que siempre deben 
intervenir las más altas jerarquías, lo cual no ayuda mucho. 


El último tema al que quiero referirme tiene que ver directamente con algo que, a mi juicio, 
vulnera el derecho de igualdad. Me refiero al inciso séptimo del artículo 101, relativo al cargo de 
director general. 


En este punto quiero explicar algo que no todos tienen por qué saber. En el Senado había tres 
directores generales: director general de taquigrafía —que es una realidad, por su especificidad y su 
historia—; director general administrativo, del que dependían Recursos Humanos, Financiero Contable y 
Apoyo Legislativo; y director general legislativo, del que dependía toda el área legislativa. Por razones 
de dificultad en la relación entre el director general administrativo y el director general legislativo —había 
momentos en que nos pisábamos los pies—, los directores de área pedimos que se sacara un director 
general y quedara uno solo: el director general del Senado —sin especificación—, cargo para el que 
podíamos concursar todos. Eso fue aprobado por tres quintos de votos en un presupuesto. 


Esto nos lleva a otro gran tema. Los presupuestos y rendiciones de cuentas que se votan por 
una mayoría especial en el Senado están plagados, llenos de normativas de todo tipo y color que 
tienen que ver con el estatuto. El estatuto de 2008 hace referencia a resoluciones de la Cámara del 22 
de diciembre, que es una reestructura; del 8 de febrero, que es un presupuesto; del 31 de julio, que es 
una rendición de cuentas; del 23 de julio de 2008, que es una rendición de cuentas, etcétera. En las 
rendiciones de cuentas se buscaba siempre un consenso —porque había que votarlas por tres quintos— 
y se incluían normas. Una de las que se introdujeron fue que al cargo del director general accedíamos 
todos los directores de área y los jefes de división de todas las áreas. Después se demostraba en la 
prueba, en el proyecto de mejora de gestión y en el plan estratégico la capacidad de la persona para 
ser director general. 


El director general maneja toda el área legislativa, pero también toda el área de compras y el 
área técnica. Hay que tener en cuenta que el área que no incluye el escalafón C —hablo de Apoyo 
Legislativo e Intendencia— maneja muchísimo más que todo el resto a nivel de rubros, porque ahí está 
comprendida toda el área técnica: el canal de televisión, las imprentas, todo el papel que se compra, 
todas las licitaciones que se hacen, pero no tenemos acceso a ese cargo. 


Por lo tanto, creo que acá se comete una injusticia y una discriminación. Además, esto fue 
votado por una mayoría determinada y nos llamó mucho la atención. En 1919 —aunque en ese 
momento no se llamaba Reglamento de la Secretaría—, en 1926 —que pasó a denominarse de esa 
forma-, en 1989 y en 1999, en los reglamentos y estatutos nunca se tuvo necesidad de especificar que 
esto debía votarse por mayoría absoluta. ¿Por qué ahora hay que decir que se vota con esa mayoría? 
Siempre se buscaron las mayorías absolutas para los estatutos, pero era la mayoría de estar todos a 
favor y no la mitad más uno. Además, en esta casa el estatuto puede influir en el funcionamiento del 
Senado tanto o más que el presupuesto. La Constitución garantiza un presupuesto por tres quintos y 
no habla nada del estatuto, pero la historia, los hechos y las votaciones demostraron que siempre se 


buscaba que en esta casa estuvieran todos los partidos de acuerdo en cómo nos íbamos a gobernar y 
no la mayoría circunstancial de la mitad más uno. Este artículo no estaba antes y nos llamó la atención 
que se incorporara ahora. 


El último tema que queremos plantear, que quizás sea el más político —pero explicándolo creo 
que se va a comprender-, es que no entendemos el momento; es lo que menos entendemos. Estamos 
a dos meses de comenzar el receso parlamentario y se supone que no deberían hacerse concursos en 
ese período. No se nos dijo formalmente, pero nos llegó el comentario de que se quería votar este 
estatuto para poder hacer concursos. Ahora bien, hemos hecho concursos estos últimos quince años 
con los reglamentos que teníamos y no hubo ningún problema. Esas eran las normas que nos 
habíamos dictado nosotros mismos para poder concursar entre nosotros. ¿Lo tenemos que cambiar 
ahora para hacer concurso justo en el momento del receso y a seis meses de cambiar el gobierno? 
Nos llama mucho la atención. No fuimos citados, no nos coordinamos, no teníamos los textos y se 
quiere hacer en este momento. Por los tiempos, es complicado llamar a concurso ahora. La otra es 
fácil; como la presidencia puede declarar que se realicen concursos igualmente vamos a tenerlos en 
pleno receso parlamentario pero, tengamos en cuenta que no es un receso común, sino que es muy 
largo y corresponde a un momento eleccionario. Realmente esto nos hace tener dudas. 


Este es el planteo que queríamos hacer en comisión. Vamos a dejar varias copias del 
material que manejamos en la exposición con los temas que abordamos. Aclaro que el único punto que 
no está en el documento tiene que ver con dos detalles: los plazos para las calificaciones que se 
establecen doce meses y en lo personal que sé claramente cómo funcionan los plazos puedo decir que 
complica mucho a la Dirección de Recursos Humanos. 


No quiero extenderme más pero, por supuesto que lo que señalé sobre el presupuesto que 
tiene normas lo tengo todo documentado y si los señores senadores lo necesitan se los puedo dejar. 
También puedo dejar en comisión la resolución del expresidente Nin Novoa con respecto al secreto, así 
como también la resolución de presidencia de la Asamblea General que nos reconoce como sindicato. 


Dejo bien en claro que no fuimos tomados en cuenta para hablar ni discutir este tema. 
Muchas gracias por el tiempo que nos brindaron para plantear nuestras inquietudes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En vista de que mis colegas no tienen comentarios para realizar quiero 
señalar, como presidente de la comisión y expresidente de la Cámara de Representantes hace muchos 
años, que recuerdo que me tocó discutir sobre el reglamento y el estatuto de aquella época. 


Les agradezco por el estudio exhaustivo y la preocupación que han demostrado, así como 
también por la ductilidad y el manejo del tema. En definitiva, apostamos a la excelencia, y en el 
trasfondo se pretende que haya una relación de cooperación y de buen clima con los funcionarios del 
Poder Legislativo en general y, en particular, del Senado, en el desempeño de las funciones que es a lo 
que todos nos debemos, tanto los legisladores que estamos de paso como el personal que está 
trabajando en forma permanente. 


Muchas gracias por el interés y la preocupación que han demostrado, pero reconozco —y 
esto es a título personal- que este tema requiere un estudio porque hay muchos puntos minuciosos 
que ustedes lo manejan bien porque les son habituales, pero nosotros, los legisladores no tenemos el 
mismo dominio porque los temas de todos los días son los del mundo, los de los alrededores. 


Vamos a estudiar el tema, haremos las consultas que estimemos pertinentes y en su 
momento la comisión resolverá la respuesta que entienda oportuno dar. 


Espero que sea un punto de arranque de instancias futuras provechosas para todos. 
(Se retiran de sala los representantes del Sipole). 
(Ingresa a sala la delegación de Afucase). 


—Damos la bienvenida a la delegación de Afucase, Asociación de Funcionarios de la Cámara 
de Senadores, en la persona de su presidente, Alberto Canessa, su secretario, Diego Novo, su 
prosecretaria, Agustina Rodríguez, y el vocal, Aníbal Talento. 


Como sabrán recién recibimos a la delegación de Sipole, con quienes se deben haber 
cruzado a la entrada, por lo que no preciso hacer más comentarios. 


SEÑOR CANESSA.-En primer lugar, agradecemos que nos den su tiempo y dedicación en este tema 
que es bastante importante para nosotros. 


Quisiera dejar algunos datos para que tengan presente. 


Afucase representa el 80 % de la plantilla de funcionarios del Senado. Los estatutos fueron 
aprobados por acta de asamblea del 25 de octubre de 1995 y fue debidamente aprobado el 16 de abril 
de 1997. Por lo tanto, tenemos bastante certeza de la legitimidad que tenemos ante este problema con 
la otra representación, que es el Sipole. 


Como antecedente debo mencionar que cuando recibimos el documento de la secretaría del 
Senado para el estudio del Estatuto y de las normas de calificaciones, se llamó a integrar un grupo de 
trabajo, que se publicó en cartelera, donde podían participar todos los funcionarios, no solamente los 
asociados a Afucase. Ese grupo se conformó con 15 integrantes, representado por Verónica Kaprelián, 
que participó en todas las mesas de negociaciones que mantuvimos con la administración. De ese 
grupo y de esa mesa de negociación se consiguieron algunos artículos, de manera consensuada, 
otros, se negociaron y otros se rechazaron. 


El Estatuto comprende 85 artículos y las normas de calificación y concurso, 39 artículos. 


En cuanto a los artículos que negociamos, queremos mencionar el ejemplo del artículo 101, 
que es donde se habla de los concursos. La administración planteaba la necesidad de hacer los 
concursos grado a grado, tanto los grados inferiores como los cargos con supervisión. La asamblea de 
Afucase mandató que no podía ser grado a grado, sino que tenía que ser por más de un grado. Al final, 
con un criterio progresista de avanzar, la misma asamblea nos mandató a que podíamos negociar —lo 
que se hizo— que los cargos sin supervisión podían concursar por más de un grado y los cargos de 
supervisión o equivalentes, de grado en grado. Esto es lo que se logró y consensuó en el artículo 101 
del borrador presentado a la comisión. 


Los artículos que ampliamente rechazamos y, vamos a discutir ahora, son el 23, el 29 y el 71. 


Como podrán observar en el comparativo que se entregó, en el artículo 23 del estatuto del 
proyecto, se agrega un inciso tercero, que es con el que tenemos problema y rechazamos 
ampliamente. Dicho inciso dice: «Deberá mantener reserva de toda información a la que acceda, con 
relación al resto de los funcionarios, comprometiéndose a emplear toda la diligencia necesaria para 
que aquella no trascienda». 


No nos queda claro si el término «reserva» se refiere a discreción, secreto, cuidado o recato. 
Tenemos bastantes diferencias con dicho término. Además, tampoco se analiza de qué tipo de 
información estamos hablando, ya que puede ser clasificada como secreta, reservada o confidencial. 
Aspiramos a que la comisión rechace este artículo que consideramos totalmente improcedente. 
Además, dicho concepto está contemplado en los incisos anteriores. A su vez, solicitamos que se 
mantenga el artículo 20, vigente, del actual estatuto. 


SEÑOR BORDABERRY.- Honestamente, no terminé de entender este artículo. Va a ser una 
buena pregunta cuando concurra el señor secretario. 


A mi juicio, el inciso tercero no refiere a que se deba mantener reserva respecto a 
información de otros funcionarios, sino reserva frente a los otros funcionarios. Por ejemplo, si como 
abogado accede a determinada información, no la puede comentar con otro funcionario. Creo que ese 
es el sentido de la redacción, a pesar de que el inciso no está bien redactado. Si se entera de una 
información personal de otro funcionario, guardarla, no me parece que sea el objeto de la norma o, al 
menos, no debiera serlo. No sé si se trata de un problema de redacción o de contenido. 


Desconozco la forma en que los invitados lo interpretan, pero en función de lo que están 
proponiendo, parecería que es sobre el resto de los funcionarios, de los compañeros. Y en realidad, 
para mí, es respecto a los otros compañeros. No les pueden comentar a otros la información 


confidencial que tienen, no sobre los compañeros sino sobre la actividad en el Senado. Me parece que 
ese es el objeto de la redacción. 


SEÑOR CANESSA.- En realidad, nos llama mucho la atención la expresión: «toda información». No se 
especifica qué tipo de información. La información de la que habla el señor senador Bordaberry sería, 
más que nada, confidencial. 


De todas formas, si se nos permite, tenemos una redacción que podría ayudar a comprender 
un poco más el objetivo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que este es un tema más importante de lo que parece. 


La redacción propuesta dice «sobre el resto de los funcionarios» y no me parece que lo que 
persigue la norma sea información sobre los funcionarios, sino sobre la actividad. Por ejemplo, en 
estos momentos están en esta comisión y acceden a una información de reserva; no pueden salir y 
comentarlo con otro funcionario afuera. Eso es lo que me parece se quiere prever. No es que se entere 
de que es hincha de Peñarol y salga corriendo a decir: «Ché, me enteré que es hincha de Peñarol y él 
decía que era de Nacional». No leo el objeto de la norma como lo leen los invitados. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- La duda que plantea el señor senador Bordaberry es una duda que también 
se nos generó a nosotros, tema que lo hablamos en el grupo de trabajo, luego fue discutido en las 
mesas de negociación y también se trabajó en la asamblea. Si se entiende de la manera en que el 
señor senador lo plantea, es redundante respecto a los dos incisos anteriores. Por lo tanto, no sería 
necesario incluir un nuevo inciso que, además, genera discrecionalidad con respecto a la información a 
que refiere. Entonces, nosotros interpretamos —es la versión que traemos en el inciso que les 
proponemos- que es información con respecto a los funcionarios; esta podría ser la otra lectura que se 
podría hacer de este inciso. Si lo interpretamos como lo hace el señor senador, creo que lo más 
sensato sería eliminarlo. Si se interpreta de la otra manera, se podría incluir el inciso que nosotros les 
sugerimos. 


SEÑOR CANESSA.- Paso al artículo 29, por el cual se agrega un tipo de sanción a quien otorgue 
algún beneficio adicional. Nosotros estamos en contra del agregado que se le hizo a este artículo por lo 
siguiente: hubo hechos concretos que ameritaron otorgar ciertos beneficios a algunos funcionarios que 
realizaban actividades de doble horario o a quienes, en el caso específico de los funcionarios de 
locomoción, tenían que prestar funciones durante algunos fines de semana. Se estaba habituado a que 
se les concediera un día de licencia y que también pudieran trabajar los fines de semana como 
cualquier otro día. El beneficio extra era un día de licencia y hoy en día esto no se da. En principio, se 
ha negociado que se otorgue el descanso al día siguiente, pero la realidad es que antes se lograba 
cubrir la falta de funcionarios por medio de ciertas funciones extras a través de beneficios adicionales 
como, por ejemplo, un día de licencia. Esta posibilidad se suprimió y no sabemos bien el motivo por el 
cual se hizo este agregado, con el que estamos en desacuerdo y rechazamos expresamente. 
Pretendemos que se mantenga el artículo 26 vigente sin ese agregado. 


Con respecto al artículo 71, vinculado al abandono del cargo, lo que se hizo fue modificar el 
plazo de quince días hábiles continuos, a cinco días hábiles continuos. Es decir que el plazo se 
disminuyó en más de un cincuenta por ciento del original. Es mandato de la asamblea que por lo 
menos se mantenga el plazo vigente y no se cambie. 


Vamos a entregarles una serie de artículos sobre los que hablamos con la Administración. En 
algunos planteamos modificaciones de redacción y en otros propusimos que concuerden con artículos 
que están en un mismo capítulo. 


Un artículo que está aislado y fuera del Capítulo X es el 27. Aquí buscamos una nueva 
redacción, más simple para que se logre aplicar a todos y por igual el sistema de comunicaciones y 
notificaciones aprobado por la Resolución n.* 156/017 de la Presidencia del Senado, de fecha 12 de 
junio de 2017. Este artículo es confuso y deja dudas; por lo tanto, al cambiar su redacción se trató de 
unificar y de establecer de forma simple el deber de notificarse mediante el sistema de comunicaciones 
y notificaciones del Senado. Hablamos de este tema con los secretarios y hubo consenso en que la 
modificación era correcta. Además, también se le dio la posibilidad de participar al director general y 
todos estaban de acuerdo en que había que cerrar el procedimiento de notificación en un solo sistema, 
que es el establecido en la resolución de la Presidencia del Senado que mencioné. 


Ahora me voy a referir al artículo 46 del Capítulo X. En el comparativo podemos ver que en el 
literal C) se agrega: «sin goce de sueldo, hasta por 10 (diez) días». Y en el D): «Suspensión, sin goce 
de sueldo, de más de 10 (diez) días hasta 6 (seis) meses». En realidad, hay una contradicción con lo 
que dice el segundo inciso del artículo 47, que le da potestad a la Secretaría del Senado para aplicar 
suspensiones sin goce de sueldo por cinco días. La modificación que se pretende es que el literal C) 
diga que la suspensión sea sin goce de sueldo y hasta por cinco días; y que en el literal D) la 
suspensión sea sin goce de sueldo, de más de cinco días y hasta por seis meses. ¿Por qué? Porque 
de esta forma se le da la potestad que la autoriza en el artículo siguiente a establecer el tipo de sanción 
que se va a aplicar. Se identifica cuáles son las sanciones que establece el artículo 46 y se deja claro 
que la sanción del literal C) puede aplicarla la Secretaría del Senado. Además, es congruente con el 
segundo inciso del artículo 47, que dice así: «La amonestación será impuesta por la Secretaría del 
Senado la que estará autorizada, asimismo, para aplicar suspensiones, sin goce de sueldo hasta por 5 
(cinco) días. Previo a su aplicación, se deberá otorgar vista al funcionario por 5 (cinco) días hábiles 
para su defensa». En este artículo se incorpora lo que dice el literal C) del artículo 46. Esa es la única 
modificación que se hace. 


Pasamos al artículo 48. La nueva redacción de este artículo es la siguiente. «Artículo 48.- La 
sanción a que refiere el literal D) del artículo 46, solo podrá aplicarse luego de la sustanciación del 
sumario que deberá instruirse ante toda irregularidad funcional que, a juicio de la superioridad, 
merezca ser pasible de correctivos de esa índole.» Nosotros cambiamos la redacción y en acuerdo con 
la secretaría unificamos los artículos. Quitamos el literal C), que dice que sería potestad de la 
Secretaría del Senado aplicar las suspensiones por cinco días sin goce de sueldo. 


El artículo 49, establece que la sanción dispuesta por la presidencia solo se aplicará para el 
literal D), es decir, suspensión sin goce de sueldo de más de cinco días y hasta por seis meses. Si 
dejamos el artículo tal como está en el proyecto de ley, la potestad de sancionar por cinco días 
parecería ser también de la presidencia y no de la secretaría. 


Los artículos 51, 52 y 53 se mencionan para que tengan relación con el capítulo, pero no 
tienen ninguna modificación. Sí pedimos que se suprima el artículo 54, que dice que los funcionarios 
están obligados a notificarse de las sanciones que se les apliquen. Este aspecto ya fue mencionado en 
el artículo 27, cuando dice que tienen el deber de notificarse de todas las resoluciones. En este caso la 
naturaleza de la resolución es una sanción, pero no quita que el sistema de notificación sea el mismo. 


A continuación, pasamos al artículo 93, servicios parciales y especiales. Con esa nueva 
redacción se busca unificar el sistema de cómputo para las calificaciones. Hoy se establecen cuatro 
puntos por cada mes que se cobra el compromiso con la gestión y el artículo del proyecto de ley 
propone otros mecanismos. Genera desigualdad en el sistema, pero nosotros pedimos que aunque el 
funcionario trabaje tres o cuatro meses se aplique el mismo sistema para el funcionario que trabaja los 
doce meses. El cómputo de cuatro puntos por mes sería el mismo, si trabaja tres meses obtendrá doce 
puntos. Es proporcional. De acuerdo al trabajo se establece el puntaje. En relación a los servicios 
especiales, se cambia la redacción pero se mantiene el mismo sistema para los funcionarios que estén 
en misión oficial y que cumplan cursos o pasantías. En el literal C) sobre los funcionarios sometidos a 
sumario en el período de calificaciones, queda tal como estaba. No hay cambios. Solo se suprimen los 
servicios parciales por causas injustificadas. No tenemos muy claro qué se entiende por «causas 
injustificadas» y cuál era el sistema a aplicar. Esa es la única modificación que se le hace al artículo 93. 


Este es el último artículo que necesitamos que la comisión lo modifique. Además debo decir 
que los señores secretarios Montero y Paguas están de acuerdo con lo que estamos planteando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Naturalmente ustedes son muy especializados en el tema y el presidente ha 
expuesto con elocuencia su conocimiento al respecto. Nosotros deberemos estudiar más en 
profundidad este tema y hacer las consultas del caso. Luego les daremos una respuesta a través del 
mecanismo que la propia comisión entienda más idóneo, con relación al planteamiento que ustedes 
han hecho. 


SEÑOR CANESSA.- Quiero poner en conocimiento de la comisión que estamos a la espera de la 
aprobación de este estatuto para hacer los concursos. Esto es bastante urgente ya que, por ejemplo, 
se retiran siete secretarios de comisión, dos prosecretarios, y otros funcionarios de diferentes 
escalafones. La señora presidenta estableció como fecha de retiro el 31 de diciembre de 2019, por lo 
que estamos algo apremiados en tiempo, a fin de poder realizar los diferentes concursos que son 
necesarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tomamos nota de la urgencia y trataremos de actuar en consecuencia. 
Agradecemos la presencia de los representantes de Afucase. 
(Se retira de sala la delegación de Afucase) 


SEÑOR BORDABERRY.- Dada la celeridad que se necesita en este asunto, creo que sería bueno que 
la secretaría confeccione un comparativo con estas propuestas que se han hecho. 


Estábamos conversando con el senador Carrera sobre la posibilidad de fijar una reunión de 
la comisión después del 18, a fin de aprobar esto. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Estoy de acuerdo. Sin duda creo que debemos hacernos eco de las urgencias 
planteadas. 


SEÑOR BORDABERRY.- Además, creo que sería bueno no tratar artículo por artículo, sino que cada 
uno de nosotros eleve la propuesta de los artículos que sí deben ser discutidos. Si ya venimos con ese 
trabajo hecho, facilitaríamos la tarea. Es decir, lo que propongo es que cada uno diga cuáles artículos 
quiere desglosar. De esta manera, como el estatuto tiene 124 artículos, quizás podemos discutir sobre 
una cantidad de artículos sensiblemente inferior. Esa es la sugerencia de trabajo que hago. 


SEÑOR CARRERA.- Yo la comparto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que es razonable. 
Por lo tanto, en principio citaríamos para los últimos días del mes de julio. 


SEÑOR CARRERA.- Quiero dejar constancia de que comparto la propuesta del señor senador 
Bordaberry. Hemos estado trabajando en las modificaciones a la ley de la judicatura y debatiendo 
acerca de habilitar las sesiones con fecha posterior al 18 de julio. La idea es trabajar la segunda 
quincena de julio. 


Por otra parte, me parece razonable lo planteado por el señor senador Bordaberry en cuanto 
a que estudiemos antes para ver cuáles son las normas con las que tenemos dificultad o no estamos 
de acuerdo, para traerlo a la comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué días sería la convocatoria? 
SEÑOR CARRERA.- Serían el 24 y el 31 de julio. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En principio, fijamos esas fechas para tratar estos temas. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que podríamos empezar a tratar este tema el 17 de julio. Si recibimos 
el comparativo a tiempo, creo que no habría problema. 


SEÑOR CARRERA.- El 17 de julio tenemos visitas. 
SEÑOR BORDABERRY.- Entonces, podríamos habilitar el 24 y el 31 de julio. 
SEÑORA SECRETARIA.- La visita está en ferias judiciales hasta el 15 de julio. 


En cuanto a la Suprema Corte de Justicia, me contestaron que no iban a poder venir el 17 de 
julio, pero que el 7 de agosto sería una buena fecha para concurrir porque antes no pueden. 


La Asociación de Magistrados del Uruguay aún no ha confirmado su comparecencia. 


SEÑOR CARRERA.- Sería bueno que se diera a la Suprema Corte de Justicia como opciones para 
comparecer el 24 y el 31 de julio a los efectos de trabajar sobre los dos temas. 


Con respecto a este asunto, quería plantearle a la comisión la posibilidad de invitar al fiscal 
de Corte y procurador general de la nación, doctor Jorge Díaz, para que haga referencia a su 
experiencia sobre la aplicación del régimen de concursos —la creación del servicio descentralizado y la 
obligatoriedad de los concursos-—, es decir, que nos haga alguna valoración al respecto. 


Si los señores senadores están de acuerdo, creo que sería oportuno. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos de acuerdo. 
SEÑOR CARRERA.- En principio, quedaríamos para el 17 de julio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, el fiscal de Corte y la Asociación de Magistrados del Uruguay 
vendrían el 17 de julio, aunque esta última aún no ha confirmado. 


Por otra parte, habría que ofrecerle a la Suprema Corte de Justicia venir el 24 o el 31 de julio. 


Por último, el tratamiento del proyecto de ley sobre el Estatuto del Funcionario de la Cámara 
de Senadores quedaría para el 24 de julio. 


Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


«Carpeta n.” 1359/2019. Mensaje del Poder Ejecutivo por el que se solicita la venia 
correspondiente para designar en el cargo de Fiscal Letrado Adscripto (Escalafón “N”) a las doctoras 
Mariana Bentancor Cazenave y Judith Rodríguez Núñez y al doctor Andrés Pdricoli Porley. 


Carpeta n.” 1360/2019. Mensaje del Poder Ejecutivo por el que se solicita la venia 
correspondiente para designar en el cargo de Fiscal Letrado Departamental (Escalafón “N”) a las 
doctoras María Cecilia Gutiérrez Puppo y Viviana Paola Maqueira Velazco. 


Carpeta n.” 1361/2019. Mensaje del Poder Ejecutivo por el que se solicita la venia 
correspondiente para destituir de su cargo, por la causal de ineptitud para el ejercicio del cargo a una 
funcionaria de la Fiscalía General de la Nación, Fiscal Letrada Adscripta». 


Si bien sé cómo funciona el régimen de la Comisión de Asuntos Internacionales para la 
designación de embajadores, me pregunto si para el informe de los fiscales se va a asignar a alguien 
para que haga el informe. 


SEÑOR BORDABERRY.- Sí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, queda el señor senador Garín encargado del informe del primer 
punto de los asuntos entrados, el señor senador Carrera del segundo y, por último, el señor senador 
Bordaberry, del tercero. 


SEÑOR CARRERA.- En la última sesión, los señores senadores me habían propuesto informar —ya se 
los distribuí— la venia para designar en el cargo de fiscal letrado adscripto a los doctores María José 
Brisco, Rodrigo Javier Carámbula, Ana Inés Iriarte, Cecilia Saavedra, Adriana Colman y Anaclara 
Ramírez. Se controló la documentación y envíe un informe al respecto. 


Este es un concurso que comenzó en diciembre del año 2016, se cumplió con todas las 
formalidades de estilo y el fiscal de Corte en junio de 2019 nos remitió un mensaje por el asunto 
058/2019 que decía que el Poder Ejecutivo solicitaba a la Cámara de Senadores que, conforme a la 
venia requerida en el numeral 13) del artículo 168 de la Constitución de la república, se designe a los 
doctores que mencioné anteriormente. 


En este sentido, todo lo actuado se ajusta cabalmente a la normativa vigente y al marco 
jurídico imperante y en mérito a que las personas que se proponen reúnen las aptitudes suficientes y 
necesarias a efectos de cumplir con los objetivos y cometidos funcionales inherentes al cargo. Reitero 
que hice la distribución por mail. En realidad, si los señores senadores no tienen ningún inconveniente, 
propongo que se apruebe ahora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se ha propuesto como miembro informante al señor senador Carrera. 
Se va a votar. 
(Se vota). 
4 en 5. Afirmativa. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 13:18). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


